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Chetumal, Quintana Roo, a veinticinco de noviembre del año dos mil veinte[footnoteRef:1]. [1:  En lo subsecuente cuando en las fechas no se refiera el año, se entenderá que corresponde al año dos mil veinte.] 

1. Sentencia definitiva que confirma la Resolución IEQROO/CG/R-020-2020, aprobada por el Consejo General del Instituto Electoral de Quintana Roo, mediante el cual se determina respecto del procedimiento ordinario sancionador registrado bajo el número IEQROO/POS/008/2020, de fecha treinta de octubre de dos mil veinte. 
GLOSARIO

	Resolución Impugnada
	Resolución del Consejo General del Instituto Electoral de Quintana Roo, mediante el cual se determina respecto del procedimiento ordinario sancionador registrado bajo el número IEQROO/POS/008/2020, de fecha treinta de octubre de 2020.

	Comisión
	Comisión de Quejas y Denuncias del Instituto Electoral de Quintana Roo.

	Consejo General
	Consejo General del Instituto Electoral de Quintana Roo.

	Constitución Federal
	Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

	Constitución Local
	Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo.

	Dirección Jurídica
	Dirección Jurídica del Instituto Electoral de Quintana Roo.

	Instituto
	Instituto Electoral de Quintana Roo.

	Ley de Instituciones
	Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Quintana Roo.

	Ley de Medios
	Ley Estatal de Medios de Impugnación en Materia Electoral.

	PAN
	Partido Acción Nacional.

	Protocolo
	Protocolo para la Atención de la Violencia Política contra las Mujeres en Razón de Género

	Reglamento de Quejas
	Reglamento de Quejas y Denuncias del Instituto Electoral de Quintana Roo.

	Sala Superior
	Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

	Sala Regional Xalapa
	Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Tercera Circunscripción Plurinominal Electoral Federal.

	Tribunal
	Tribunal Electoral de Quintana Roo.

	POS
	Procedimiento Ordinario Sancionador




ANTECEDENTES

1. Escrito de Queja. El día tres de junio del dos mil diecinueve, a las diecisiete horas con treinta minutos, ante el Consejo Distrital 01 del Instituto, la ciudadana Teresa Atenea Gómez Ricalde, en su calidad de otrora candidata a Diputada Local postulada por la coalición “Orden y Desarrollo por Quintana Roo” conformada por los partidos políticos Acción Nacional, de la Revolución Democrática y Encuentro Social Quintana Roo, presentó de manera conjunta con la representación del PAN ante el referido órgano desconcentrado un escrito de queja por medio del cual denunciaron al ciudadano Merced Ortiz Maya, en su calidad de Director General de Protección Civil y Bomberos del H. Ayuntamiento del Municipio de Isla Mujeres; por la presunta propagación de panfletos, volantes y flyers que a consideración de los denunciantes contenían información que atentaba contra la vida privada y era contrario a los códigos de ética, toda vez que a dicho de los quejosos fue promovida por servidores públicos del Municipio de Isla Mujeres, Quintana Roo; conducta que, a juicio de los denunciantes, vulneró el artículo 134 de la Constitución Federal y constituyó violencia política de género en contra de la ciudadana Teresa Atenea Gómez Ricalde.

2. Procedimiento Especial Sancionador. El seis de junio del dos mil diecinueve, en términos de lo previsto en el artículo 425, fracción I de la Ley de Instituciones se emitió la constancia de registro del escrito de queja referido en el párrafo anterior, asignándole el número de expediente IEQROO/PES/112/19, mismo que se inició por la supuesta vulneración al artículo 134 de la Constitución General.

3. Acuerdo de Desechamiento. El siete de junio del dos mil diecinueve, la Dirección Jurídica del Instituto, emitió un Acuerdo de desechamiento por actualizarse la causal prevista en el artículo 88, fracción II del Reglamento de Quejas y Denuncias del Instituto dicho Acuerdo fue notificado a los quejosos mediante oficio respectivo.

4. Recurso de Apelación. El cinco de agosto del dos mil diecinueve, el PAN promovió el citado recurso con la finalidad de controvertir el Acuerdo de Desechamiento referido en el párrafo anterior.

5. Juicio Ciudadano. El seis de agosto del dos mil diecinueve la ciudadana Teresa Atenea Gómez Ricalde, presentó el referido medio de impugnación con la finalidad de controvertir el Acuerdo de Desechamiento referido.

6. Sentencia. El dieciséis de agosto del dos mil diecinueve, este Tribunal, mediante la sentencia dictada dentro del expediente RAP/045/2019 Y SU ACUMULADO, resolvió los medios de impugnación promovidos por el PAN y la ciudadana Teresa Atenea Gómez Ricalde, en la que se determinó, entre otros aspectos lo siguiente:
“…

58. Esta Autoridad lo declara fundado, en razón de que en el escrito primigenio de queja, los actores fundan su solicitud en el artículo 416 de la Ley de Instituciones, el cual se encuentra dentro del Título Segundo, capitulo segundo “Del Procedimiento Ordinario Sancionador”, con lo que a juicio de este órgano jurisdiccional, lo que la autoridad instructora debió realizar, era la escisión de los temas controvertidos en dos procedimientos diferentes, por un lado registrar un Procedimiento Especial Sancionador por la supuesta violación a los artículos 134 de la Constitución Federal y 425 fracción I de la Ley de Instituciones, y por otro lado un Procedimiento Ordinario Sancionador atendiendo lo referente a la violencia política de género que supuestamente se llevó a cabo en contra de la hoy quejosa.
…
RESUELVE

PRIMERO…

SEGUNDO. Se confirma el Acuerdo de Desechamiento dictado dentro del expediente IEQROO/PES/119/19. 

TERCERO. Se ordena al Instituto Electoral de Quintana Roo, instruir desde la constancia de registro como un procedimiento ordinario sancionador en relación a lo solicitado en el escrito de queja primigenio y realizar las actuaciones que conforme a derecho correspondan.”

7. Procedimiento Ordinario Sancionador. El dieciséis de agosto del dos mil diecinueve, en cumplimiento a lo ordenado en la sentencia referida, la Dirección Jurídica del Instituto, emitió la constancia de registro del escrito de queja asignándole el número de expediente IEQROO/POS/008/19.

8. Elaboración del Proyecto de Resolución. El veintitrés de octubre del dos mil diecinueve, vencido el último plazo para la presentación de alegatos, y al no existir diligencias pendientes por practicar, se ordenó la elaboración del Proyecto de Resolución correspondiente.

9. Sesión de la Comisión. En la sesión celebrada el quince de noviembre de dos mil diecinueve, la Comisión rechazó el proyecto por unanimidad de votos.

10. Derivado de lo anterior, la Comisión determinó efectuar nuevas diligencias de investigación para posteriormente elaborar un nuevo proyecto de Resolución. 

11. Pandemia del Virus Sars-Cov2 (Covid-19). La Organización Mundial de la Salud, fue notificado sobre el brote de la enfermedad por SARS-CoV2 (COVID-19) por primera vez en Wuhan (China) en diciembre de 2019 y el 11 de marzo, fue declarada como pandemia global al virus COVID-19, debido a su capacidad de alto contagio a la población en general.

12. Reconocimiento de la Epidemia del Virus Sars-Cov2 (Covid-19). El CSG, en sesión extraordinaria celebrada el diecinueve de marzo, acordó que se reconocía a la epidemia de enfermedad por el virus SARS-CoV2 (COVID-19) en México como una enfermedad grave de atención prioritaria, contemplando la adopción de medidas, incluidas aquellas para espacios cerrados y abiertos.

13. [bookmark: _Hlk47436465]Suspensión de Plazos. El veinte de marzo, la Junta General del Instituto, en sesión extraordinaria, aprobó la suspensión de los plazos concernientes a procedimientos, actuaciones o trámites que implicara el cumplimiento de términos del Instituto; dicha suspensión dio inicio el veintitrés de marzo de dos mil veinte para todos los efectos que correspondieran.

14. Cabe señalar, que la Junta General de este Instituto determinó la ampliación de la suspensión de los plazos en sesiones posteriores, y delegó dicha atribución a la Consejera Presidenta del Instituto, por lo que dicha autoridad informó debidamente la ampliación de la suspensión de plazos.

15. Reanudación de Plazos y Términos del Instituto. El cinco de agosto, el Instituto, a través de la Junta General, reanudó los plazos concernientes a procedimientos, actuaciones o trámites correspondientes a las actividades del Instituto.

16. Sesión de la Comisión. En la sesión celebrada el tres de septiembre, la Comisión, rechazó el proyecto por unanimidad de votos. Lo anterior con la finalidad que la Dirección Jurídica recabara la información sobre la condición socioeconómica de los denunciados.

17. Sesión de la Comisión del Instituto. En la sesión celebrada el veinticuatro de septiembre de dos mil veinte, la Comisión, aprobó el proyecto por unanimidad de votos.

18. Resolución IEQROO/CG/R-020-2020. El treinta de octubre, el Consejo General del Instituto, aprobó la Resolución mediante el cual se determina respecto del procedimiento ordinario sancionador registrado bajo el número IEQROO/POS/008/19.

19. Recurso de Apelación. El seis de noviembre, inconforme con la resolución arriba señalada, el ciudadano Merced Ortiz Maya, promovió el recurso de apelación.

20. Tercero Interesado. Mediante cédula de razón de retiro, expedida por la Secretaria Ejecutiva del Instituto, de fecha once de noviembre, feneció el plazo para la interposición de escrito del tercero interesado, manifestando que sí se recibió escrito signado por la ciudadana Neftally Beristain Osuna, en su calidad de representante suplente del PAN, y que de igual forma se recibió escrito signado por la ciudadana Teresa Atenea Gómez Ricalde, ambas comparecen como tercero interesado.

21. Radicación y Turno. El trece de noviembre, por acuerdo del Magistrado Presidente de este Tribunal, se tuvo por presentada a la Consejera Presidenta del Instituto, dando cumplimiento a las reglas de trámite previstas en el numeral 35 de la Ley de Medios, por lo que se ordenó la integración y se registró el expediente con la clave RAP/005/2020, turnándose a la ponencia de la Magistrada Claudia Carrillo Gasca, en estricta observancia al orden de turno.

22. Autos de Admisión y Cierre de Instrucción. El diecinueve y veinte de noviembre, respectivamente, de conformidad con lo establecido en el artículo 36, fracción III y IV, de la Ley Estatal de Medios, se dictó el auto de admisión y cierre de instrucción en el recurso de apelación RAP/005/2020; por lo que se procedió a la formulación del proyecto de sentencia correspondiente.

C O N S I D E R A N D O

Jurisdicción y Competencia.

23. Este Tribunal Electoral, es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Apelación, atento a lo dispuesto por los artículos 49 fracciones II, párrafo octavo y V, ambos de la Constitución Local; 1, 2, 5 fracción I, 6 fracción II, 8, 49, 76 fracción II y 78 de la Ley de Medios; 203, 206, 220 fracción I, 221 fracciones I y XI de la Ley de Instituciones, en relación con los artículos 3 y 4, primer párrafo del Reglamento Interior del Tribunal, por tratarse del Recurso de Apelación, interpuesto por el ciudadano Merced Ortiz Maya, para controvertir una resolución emitida por el Consejo General del Instituto.

Causales de Improcedencia.

24. De acuerdo con lo que establece el artículo 31 de la Ley de Medios, el estudio de las causales de improcedencia constituye una exigencia para el juzgador, lo cual debe de atender de manera previa y oficiosa al pronunciamiento del fondo del asunto, por lo que procederá atender lo manifestado en los escritos de terceros interesados las cuales manifiestan dicha causal.

25. Del análisis de los escritos promovidos por la ciudadana Neftally Beristain Osuna, en su calidad de representante suplente del PAN y la ciudadana Teresa Atenea Gómez Ricalde, quienes comparecen en su calidad de terceros interesados se advierte el contenido similar, las cuales aducen -en esencia- la improcedencia del presente Recurso de Apelación argumentando que “los efectos jurídicos que pretende alcanzar el apelante con el medio de impugnación que se resuelve, son completamente inviables,”  dado que los agravios vertidos por el actor no son argumentos debidamente configurados y deben ser calificados como inoperantes derivado a que son: una simple repetición o abundamiento de los expresados en la instancia anterior; son genéricos que no se pueda advertir la causa de pedir; no controvierten los razonamientos de la responsable; vierte cuestiones que no fueron planteadas en instancias previas; lo combatido no son cuestiones de carácter constitucional sino interpretativas.

26. Sin embargo, este Tribunal advierte que no le asiste la razón, puesto que el actor, promovió en los términos y plazos considerados por la norma en el ejercicio de sus derechos un recurso de apelación para lo cual se encuentra plenamente legitimado para ello.

27. Lo anterior, porque este Tribunal, atendiendo a lo previsto en el numeral 41, párrafo segundo, Base VI, y 99, fracción I, en relación con los tres primeros párrafos del artículo 17, de la Constitución Federal, es obligación de los órganos jurisdiccionales del Estado cumplir con la garantía de acceso a la justicia, es decir, el derecho a la tutela judicial o a la jurisdicción, ya que la finalidad esencial de la función jurisdiccional es que los tribunales estén expeditos para impartir justicia y resolver en forma definitiva, firme, pronta, completa e imparcial el medio de impugnación de que se trate, como un derecho de carácter instrumental, sencillo, rápido y efectivo, que permita controlar la constitucionalidad y legalidad de los actos o resoluciones que se consideren violatorios de la normativa electoral.

28. Por lo que, lo aducido en sus escritos, son manifestaciones genéricas incumpliendo con la carga procesal, es decir sin ofrecimientos de prueba con la que acredite su dicho. De ahí lo infundado de sus argumentos.

29. Por lo anterior, no se advierte una causal de improcedencia que impida a este órgano jurisdiccional realizar el estudio de fondo y resolver conforme a derecho en la presente causa.

Requisitos de Procedencia. 

30. En términos de lo dispuesto por los artículos 25 y 26 de la Ley de Medios, se tiene que el presente medio de impugnación reúne los requisitos de procedencia.

Pretensión, Causa de Pedir y Síntesis de Agravios. 

31. De la lectura realizada al escrito de demanda interpuesta por el ciudadano Merced Ortíz Maya, se desprende que su pretensión radica en que este Tribunal revoque la resolución impugnada.

32. La causa de pedir la sustenta por la indebida fundamentación y motivación de los hechos, la inexacta valoración del material probatorio, la incorrecta metodología para juzgar con perspectiva de género y la falta de congruencia en la resolución impugnada.

33.  Por lo anterior, el actor, en su escrito de impugnación hace valer, en síntesis, los siguientes motivos de agravios:

34. PRIMERO: Indebida fundamentación y motivación de los hechos, así como de los requisitos de la propia queja, toda vez que refiere que la quejosa no presentó pruebas que acreditaran su dicho y se realizó una inexacta aplicación del artículo 416 fracciones IV y V de la Ley de Instituciones; de igual manera refiere que los hechos denunciados no corresponden a infracciones que deban ser sancionadas tal y como lo dispone los artículos 400, 415 y 418 fracción V de la Ley de Instituciones y 70 del Reglamento de Quejas, por lo que manifiesta que se debió de desechar el escrito de queja ya que se transgredieron los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal.

35. SEGUNDO: El actor señala que la responsable no aplicó correctamente los principios de exhaustividad, legalidad, congruencia, profesionalismo, idoneidad, eficacia en la investigación pues afirma que no se realizaron las diligencias de investigación consistentes en algún medio de prueba, mensaje o llamada que pudiera acreditar la afectación emocional que manifestó la quejosa.

36. Aduciendo que no se advierte dentro del expediente IEQROO/POS/008/19, algún tipo de prueba técnica, (fotografía) o solicitud a la empresa de telefonía móvil de la quejosa que pudiera acreditar los supuestos servicios sexuales, o capturas de pantalla de los múltiples mensajes sexuales que supuestamente recibió la quejosa.

37. Asimismo, refiere, que no existe alguna prueba pericial psicológica que pudo haber solicitado la autoridad responsable, o bien ofrecida por la quejosa para acreditar la afectación emocional, de confusión, de enojo y desconcentración por la violencia política a la que alude haber sufrido la quejosa, siendo ella, la que debió aportar los elementos de prueba de naturaleza documental y técnica en virtud de que el derecho administrativo sancionador debe de estudiarse bajo la lupa del derecho penal.

38. TERCERO: Indebida e inexacta valoración del material probatorio, conforme a lo establecido en el artículo 413 de la Ley de Instituciones y procedimientos electorales para el estado de Quintana Roo, 5, 36, 37, 38, 39 y 40 del Reglamento de Quejas y Denuncias del Instituto Electoral de Quintana Roo en correlación en los diversos 1, 17 y 20 apartado A y B de la Constitución Federal, vulnerando con ello los derechos de legalidad, seguridad jurídica, audiencia, debido proceso y acceso a la justicia, lo anterior toda vez que asegura que no se realizó un debido análisis de las imágenes que contiene información noticiosa que aportó la quejosa y el propio impugnante.

39. Asimismo, sostiene que fue detenido el tres de junio de dos mil diecinueve por la comisión de una falta administrativa en el municipio de Puerto Morelos como se aprecia en los recibos expedidos por la tesorería municipal del ayuntamiento de Puerto Morelos, estableciendo con ello las circunstancias de tiempo, modo y lugar de la supuesta ilegal detención realizada al actor.

40. Por otra parte sostiene, que las testimoniales aportadas deben de considerarse como ciertas porque fueron obtenidas por la autoridad sustanciadora derivado de diversos requerimientos a la autoridad ministerial que debió analizar en su conjunto, ya que a su dicho, constituyen elementos de prueba que debieron considerarse como indicios y concatenarse con los recibos expedidos por la tesorería Municipal del Ayuntamiento de Puerto Morelos, el informe policial homologado que a su dicho acreditan irregularidades de modo, tiempo y lugar de la supuesta detención ilegal del actor.

41. De igual forma reitera, que si bien, se acredita que el número que aparecen en los volantes pertenece a la quejosa, no existe prueba que acredite que se haya realizado llamadas y mensajes al número telefónico de la quejosa y que por ello se acredite que el actor haya realizado la distribución de dichos volantes.

42. Finalmente, aduce irregularidades en el informe policial homologado respecto de la distribución de los volantes entre los denunciados.

43. CUARTO: El actor refiere nuevamente un indebido análisis y falta de motivación y fundamentación de las probanzas aportadas en su contestación, ello porque a su dicho señaló en todo momento que el día de los hechos se encontraba en la ciudad de Cancún, Quintana Roo y que derivado de una llamada acudió a las instalaciones de Seguridad Pública de Puerto Morelos, lugar donde fue detenido.

44. De igual forma señala, que fue detenido por la comisión de una falta administrativa y no por la comisión de un ilícito y que fue puesto en libertad.

45. También aduce, que se violentó en su perjuicio el principio de presunción de inocencia establecido en al artículo 20, apartado B, fracción I de la Constitución Federal, ya que a su dicho no se hicieron las diligencias pertinentes aduciendo que la carga de la prueba en materia electoral corresponde a la quejosa.

46. [bookmark: _Hlk56555976]QUINTO: El actor aduce que la autoridad responsable no llevo de manera correcta la metodología para juzgar con perspectiva de género, con lo que se vulnero en su perjuicio los derechos de legalidad, seguridad jurídica, audiencia, debido proceso y acceso a la justicia e igualdad de las partes a ser parciales con la quejosa.

47. Reitera cada uno de los agravios señalados previamente.

48. Refiere que la autoridad responsable inobservó la metodología para juzgar con perspectiva de género y que en la propia resolución se creó una conducta misógina y discriminatoria contra la quejosa.

49. El actor señala que no se cumplen todos los elementos para la existencia de violencia política en razón de género.

50. SEXTO: El actor aduce la falta de congruencia en la resolución impugnada, al señalar que no se valoraron las pruebas y alegatos y que no cometió los actos denunciados.

51. SÉPTIMO: El actor refiere no se valoró correctamente por la autoridad responsable las pruebas que tuvo a su alcance, otorgándole valor pleno al simple dicho de la quejosa sin robustecerlos con medios de prueba idóneos. 

52. Aduce fue detenido ilegalmente e inconsistencias en las constancias de investigación.

53. Finalmente señala que todo lo anterior, resulta una violación constante a los derechos de los quejosos, por las constantes resoluciones violatorias de derechos humanos de los quejosos violentando en su perjuicio el derecho de acceso a la justicia.

54. De lo anterior se considera oportuno señalar, que el estudio de los agravios será atendido por esta autoridad jurisdiccional en cuatro temas atendiendo a su similitud en el orden siguiente:

a) fundamentación y motivación de los hechos que derivó en la admisión de la queja. 
b) valoración del material probatorio.
c) Metodología para juzgar con perspectiva de género.
d) La falta de congruencia en la resolución impugnada.

55.  Lo anterior, sin que ello afecte los derechos del actor, ya que lo más importante es que se estudien cada uno de los puntos hechos valer en los agravios y que todos los planteamientos sean puntualmente atendidos y no el método utilizado.

56. Lo anterior, de conformidad con el criterio sostenido en la Jurisprudencia número 04/2000[footnoteRef:2], emitida por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, bajo el rubro: “AGRAVIOS, EXÁMEN EN SU CONJUNTO O SEPARADO, NO CAUSA LESIÓN”. [2:  Consultable en la página oficial del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en el link http://sief.te.gob.mx/iuse/tesisjur.aspx?idtesis=4/2000&tpoBusqueda=S&sWord=AGRAVIOS,,EXAMEN,EN,SU,CONJUNTO,O,SEPARADO,,NO,CAUSA,LESI%C3%93N] 


57. Marco Normativo.

58. Esta autoridad advierte necesario establecer el marco normativo aplicable al caso, es dable mencionar que el pronunciamiento de fondo del asunto de mérito radica en determinar si la resolución impugnada fue apegada a derecho y cumplió con todos los requisitos de legalidad dentro del procedimiento que acreditó una conducta constitutiva de violencia política en razón de género en contra de la quejosa, por su condición de ser mujer, en menoscabo de sus derechos políticos electorales, en este sentido, lo conducente es analizar con perspectiva de género y conforme a derecho el presente caso a la luz de las disposiciones normativas vigentes aplicables al momento de la comisión de los hechos denunciados, respecto de la valoración del caudal probatorio.

59. Los artículos 3, 4, inciso j) y 5 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”[footnoteRef:3], establece el derecho de las mujeres una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado, el de acceso a las funciones públicas y a ejercer libre y plenamente sus derechos políticos.  [3:  Consultable en http://www.gobernacion.gob.mx/work/models/SEGOB/comision/internacional/1_13.%20Convencion%20de%20Belem%20Do%20Para.pdf ] 


60. En tanto, los artículos II y III de la Convención de los Derechos Políticos de la Mujer[footnoteRef:4], establece que las mujeres tendrán derecho a ocupar cargos públicos y a ejercer todas las funciones públicas establecidas por la legislación nacional, en igualdad de condiciones con los hombres, sin discriminación alguna.  [4:  Consultable en http://www.ordenjuridico.gob.mx/TratInt/Derechos%20Humanos/D45.pdf ] 


61. Que el artículo 7 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer[footnoteRef:5]; que los estados tomarán las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra las mujeres en la vida política y pública del país y garantizar a las mujeres en igualdad de condiciones el acceso al voto y a ser electas. [5:  Consultable en https://www.te.gob.mx/transparencia/media/files/c2c3a9e4e13b788.pdf ] 


62. El artículo 1, párrafo tercero, de la Constitución Federal, prohíbe toda discriminación motivada entre otras por el género; por su parte el artículo 4 de la propia norma fundamental nacional prevé la igualdad legal entre hombres y mujeres, siendo que el artículo 35 establece el derecho de cualquier ciudadano a ser nombrado para cualquier empleo o comisión del servicio público y poder ser votado para cargos de elección popular.

63. Por su parte la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, en su artículo 5, define entras cuestiones lo siguiente:

“I. Acciones Afirmativas. Es el conjunto de medidas de carácter temporal correctivo, compensatorio y/o de promoción, encaminadas a acelerar la igualdad sustantiva entre mujeres y hombres; 

II. Discriminación. Toda distinción, exclusión o restricción que, basada en el origen étnico o nacional, sexo, edad, discapacidad, condición social o económica, condiciones de salud, embarazo, lengua, religión, opiniones, preferencias sexuales, estado civil o cualquier otra, tenga por efecto impedir o anular el reconocimiento o el ejercicio de los derechos y la igualdad real de oportunidades de las personas; 

III. Discriminación contra la Mujer. Toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera; 

IV. Igualdad de Género. Situación en la cual mujeres y hombres acceden con las mismas posibilidades y oportunidades al uso, control y beneficio de bienes, servicios y recursos de la sociedad, así como a la toma de decisiones en todos los ámbitos de la vida social, económica, política, cultural y familiar; 

V. Igualdad Sustantiva. Es el acceso al mismo trato y oportunidades para el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y las libertades fundamentales; 

VI. Perspectiva de Género. Concepto que se refiere a la metodología y los mecanismos que permiten identificar, cuestionar y valorar la discriminación, desigualdad y exclusión de las mujeres, que se pretende justificar con base en las diferencias biológicas entre mujeres y hombres, así como las acciones que deben emprenderse para actuar sobre los factores de género y crear las condiciones de cambio que permitan avanzar en la construcción de la igualdad de género; 

VII. Transversalidad. Es el proceso que permite garantizar la incorporación de la perspectiva de género con el objetivo de valorar las implicaciones que tiene para las mujeres y los hombres cualquier acción que se programe, tratándose de legislación, políticas públicas, actividades administrativas, económicas y culturales en las instituciones públicas y privadas;”

64. De igual forma en su artículo 6, señala que la igualdad entre mujeres y hombres implica la eliminación de toda forma de discriminación en cualquiera de los ámbitos de la vida, que se genere por pertenecer a cualquier sexo.

65. Que el artículo 5 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, define entras cuestiones lo siguiente:

“I al III…

IV. Violencia contra las Mujeres: Cualquier acción u omisión, basada en su género, que les cause daño o sufrimiento psicológico, físico, patrimonial, económico, sexual o la muerte tanto en el ámbito privado como en el público;

V. Modalidades de Violencia: Las formas, manifestaciones o los ámbitos de ocurrencia en que se presenta la violencia contra las mujeres; 

VI. Víctima: La mujer de cualquier edad a quien se le inflige cualquier tipo de violencia; 

VII. Agresor: La persona que inflige cualquier tipo de violencia contra las mujeres;

VIII. Derechos Humanos de las Mujeres: Refiere a los derechos que son parte inalienable, integrante e indivisible de los derechos humanos universales contenidos en la Convención sobre la Eliminación de Todos las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), la Convención sobre los Derechos de la Niñez, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Belem Do Pará) y demás instrumentos internacionales en la materia; 

IX. Perspectiva de Género: Es una visión científica, analítica y política sobre las mujeres y los hombres. Se propone eliminar las causas de la opresión de género como la desigualdad, la injusticia y la jerarquización de las personas basada en el género. Promueve la igualdad entre los géneros a través de la equidad, el adelanto y el bienestar de las mujeres; contribuye a construir una sociedad en donde las mujeres y los hombres tengan el mismo valor, la igualdad de derechos y oportunidades para acceder a los recursos económicos y a la representación política y social en los ámbitos de toma de decisiones; 

X. Empoderamiento de las Mujeres: Es un proceso por medio del cual las mujeres transitan de cualquier situación de opresión, desigualdad, discriminación, explotación o exclusión a un estadio conciencia, autodeterminación y autonomía, el cual se manifiesta en el ejercicio del poder democrático que emana del goce pleno de sus derechos y libertades, y

XI. Misoginia: Son conductas de odio hacia la mujer y se manifiesta en actos violentos y crueles contra ella por el hecho de ser mujer”.

66. Que el marco de las nuevas reformas de abril, apartado VII de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de Quintana Roo, define violencia política como:

“ARTÍCULO 32 BIS.- Son aquellas conductas de acción, u omisión propias o consentidas, en contra de la mujer o su familia, de forma individual o grupal que, tengan por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce y/o ejercicio de los derechos políticos o de las prerrogativas inherentes a un cargo público, conculcando el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia y el derecho a participar en los asuntos políticos y públicos en condiciones de igualdad con los hombres, en el marco del ejercicio de derechos político-electorales.”

67. Que la Jurisprudencia 48/2016[footnoteRef:6], de rubro “VIOLENCIA POLÍTICA POR RAZONES DE GÉNERO. LAS AUTORIDADES ELECTORALES ESTÁN OBLIGADAS A EVITAR LA AFECTACIÓN DE DERECHOS POLÍTICOS ELECTORALES”, emitida por la Sala Superior, define la violencia política contra las mujeres como: [6:  Consultable en https://www.te.gob.mx/IUSEapp/tesisjur.aspx?idtesis=48/2016&tpoBusqueda=S&sWord=violencia,politica] 


“… todas aquellas acciones u omisiones de personas, servidoras o servidores públicos que se dirigen a una mujer por ser mujer, tienen un impacto diferenciado en ellas o les afectan desproporcionadamente, con el objeto o resultado de menoscabar o anular sus derechos político-electorales, incluyendo el ejercicio del cargo…” 

68. De igual manera la Jurisprudencia 21/2018 de rubro “VIOLENCIA POLÍTICA DE GÉNERO. ELEMENTOS QUE LA ACTUALIZAN EN EL DEBATE POLÍTICO”, emitida por la Sala Superior, establece los elementos que actualizan la violencia política en contra de las mujeres, siendo estos los siguientes:

“1. Sucede en el marco del ejercicio de derechos político-electorales o bien en el ejercicio de un cargo público; 

2. Es perpetrado por el Estado o sus agentes, por superiores jerárquicos, colegas de trabajo, partidos políticos o representantes de los mismos; medios de comunicación y sus integrantes, un particular y/o un grupo de personas; 

3. Es simbólico, verbal, patrimonial, económico, físico, sexual y/o psicológico; 

4. Tiene por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce y/o ejercicio de los derechos político-electorales de las mujeres, y 

5. Se basa en elementos de género, es decir: 
i. se dirige a una mujer por ser mujer, 
ii. tiene un impacto diferenciado en las mujeres; 
iii. afecta desproporcionadamente a las mujeres.

69. Que el Protocolo, señala que para identificar la violencia política en contra de las mujeres en razón de género, es necesario verificar que estén presentes los siguientes cinco elementos:

“1. El acto u omisión se base en elementos de género, es decir: i. se dirija a una mujer por ser mujer, ii. tenga un impacto diferenciado y desventajoso en las mujeres; y/o iii. las afecte desproporcionadamente. 

2. Tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce y/o ejercicio de los derechos político-electorales de las mujeres. 

3. Se dé en el marco del ejercicio de derechos político-electorales o bien en el ejercicio de un cargo público, (sin importar el hecho de que se manifieste en el ámbito público o privado, en la esfera política, económica, social, cultural, civil, etcétera; tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier relación interpersonal, en la comunidad, en un partido o institución política). 

4. Sea simbólico, verbal, patrimonial, económico, físico, sexual y/o psicológico. 

5. Sea perpetrado por cualquier persona o grupo de personas -hombres o mujeres-, en particular: integrantes de partidos políticos, aspirantes, precandidatos(as), candidatos(as) a cargos de elección popular o de dirigencia partidista; servidores(as) públicos(as), autoridades gubernamentales, funcionarios(as) o autoridades de instituciones electorales; representantes de medios de comunicación; el Estado o sus agentes”[footnoteRef:7]. [7:  Protocolo para La Atención de la Violencia Política Contra las Mujeres en Razón de Género. Paginas. 49-50.] 


70. [bookmark: _Hlk24017335]Es necesario que para el pronunciamiento del fondo del asunto que se resuelve mediante la presente Sentencia, de igual manera se tome en consideración la Tesis: 1a./J. 22/2016, emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y contenido siguiente:

“ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. ELEMENTOS PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. Del reconocimiento de los derechos humanos a la igualdad y a la no discriminación por razones de género, deriva que todo órgano jurisdiccional debe impartir justicia con base en una perspectiva de género, para lo cual, debe implementarse un método en toda controversia judicial, aun cuando las partes no lo soliciten, a fin de verificar si existe una situación de violencia o vulnerabilidad que, por cuestiones de género, impida impartir justicia de manera completa e igualitaria. Para ello, el juzgador debe tomar en cuenta lo siguiente: i) identificar primeramente si existen situaciones de poder que por cuestiones de género den cuenta de un desequilibrio entre las partes de la controversia; ii) cuestionar los hechos y valorar las pruebas desechando cualquier estereotipo o prejuicio de género, a fin de visualizar las situaciones de desventaja provocadas por condiciones de sexo o género; iii) en caso de que el material probatorio no sea suficiente para aclarar la situación de violencia, vulnerabilidad o discriminación por razones de género, ordenar las pruebas necesarias para visibilizar dichas situaciones; iv) de detectarse la situación de desventaja por cuestiones de género, cuestionar la neutralidad del derecho aplicable, así como evaluar el impacto diferenciado de la solución propuesta para buscar una resolución justa e igualitaria de acuerdo al contexto de desigualdad por condiciones de género; v) para ello debe aplicar los estándares de derechos humanos de todas las personas involucradas, especialmente de los niños y niñas; y, vi) considerar que el método exige que, en todo momento, se evite el uso del lenguaje basado en estereotipos o prejuicios, por lo que debe procurarse un lenguaje incluyente con el objeto de asegurar un acceso a la justicia sin discriminación por motivos de género”. 

71. En igual sentido, resulta orientadora la tesis aislada 1a. XXIII/2014, emitida por la propia Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro y contenido siguiente:

“PERSPECTIVA DE GÉNERO EN LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. SU SIGNIFICADO Y ALCANCES. El artículo 1o., párrafo último, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que queda prohibida toda discriminación motivada, entre otras, por cuestiones de género, que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y las libertades de las personas. En este sentido, el legislador debe evitar la expedición de leyes que impliquen un trato diferente e injustificado entre hombres y mujeres. A su vez, los órganos jurisdiccionales, al resolver los asuntos que se sometan a su conocimiento, deben evitar cualquier clase de discriminación o prejuicio en razón del género de las personas. Así, la perspectiva de género en la administración de justicia obliga a leer e interpretar una norma tomando en cuenta los principios ideológicos que la sustentan, así como la forma en que afectan, de manera diferenciada, a quienes acuden a demandar justicia, pues sólo así se puede aspirar a aplicar correctamente los principios de igualdad y equidad, ya que a partir de la explicación de las diferencias específicas entre hombres y mujeres, se reconoce la forma en que unos y otras se enfrentan a una problemática concreta, y los efectos diferenciados que producen las disposiciones legales y las prácticas institucionales[footnoteRef:8]”. [8:  Consultable en https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Documentos/Tesis/2005/2005458.pdf ] 


72. Asimismo, debe de tomarse en consideración la tesis aislada P. XX/2015 (10a.), emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro y contenido siguiente:

“IMPARTICIÓN DE JUSTICIA CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. OBLIGACIONES QUE DEBE CUMPLIR EL ESTADO MEXICANO EN LA MATERIA. El reconocimiento de los derechos de la mujer a una vida libre de violencia y discriminación y de acceso a la justicia en condiciones de igualdad, exige que todos los órganos jurisdiccionales del país impartan justicia con perspectiva de género, que constituye un método que pretende detectar y eliminar todas las barreras y obstáculos que discriminan a las personas por condición de sexo o género, es decir, implica juzgar considerando las situaciones de desventaja que, por cuestiones de género, discriminan e impiden la igualdad. De ahí que los juzgadores deben cuestionar los estereotipos preconcebidos en la legislación respecto de las funciones de uno u otro género, así como actuar con neutralidad en la aplicación de la norma jurídica en cada situación, toda vez que el Estado debe velar por que en toda controversia jurisdiccional, donde se advierta una situación de violencia, discriminación o vulnerabilidad por razones de género, ésta se tome en cuenta, a fin de visualizar claramente la problemática y garantizar el acceso a la justicia de forma efectiva e igualitaria. Así, la obligación de impartir justicia con perspectiva de género debe operar como regla general, y enfatizarse en aquellos casos donde se esté ante grupos de especial vulnerabilidad, como mujeres y niñas indígenas, por lo que el juzgador debe determinar la operabilidad del derecho conforme a los preceptos fundamentales consagrados tanto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, procurando en todo momento que los paradigmas imperantes de discriminación por razón de género no tengan una injerencia negativa en la impartición de justicia; por el contrario, atendiendo precisamente a tales prejuicios o estereotipos, el juzgador debe considerar las situaciones de desventaja que tienen las mujeres, sobre todo cuando es factible que existan factores que potencialicen su discriminación, como lo pueden ser las condiciones de pobreza y barreras culturales y lingüísticas[footnoteRef:9]”. [9:  Consultable en https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca=1e3e10000000000&Apendice=1000000000000&Expresion=ACCESO%2520A%2520LA%2520JUSTICIA%2520EN%2520CONDICIONES%2520DE%2520IGUALDAD%2520TODOS%2520LOS%2520%25C3%2593RGANOS%2520JURISDICCIONALES%2520DEL%2520PA%25C3%258DS%2520DEBEN%2520IMPARTIR%2520JUSTICIA%2520CON%2520PERSPECTIVA%2520DE%2520G%25C3%2589NERO&Dominio=Rubro,Texto&TA_TJ=2&Orden=1&Clase=DetalleTesisBL&NumTE=2&Epp=20&Desde=-100&Hasta=-100&Index=0&InstanciasSeleccionadas=6,1,2,50,7&ID=2009998&Hit=1&IDs=2009998,2005794&tipoTesis=&Semanario=0&tabla=&Referencia=&Tema=] 


73. Aunado a los anteriores criterios jurisdiccionales del Alto Tribunal Nacional referentes al modo en que deben abordarse jurídicamente este tipo casos, bajo las particularidades propias de su estudio y resolución, le persiste la obligación a este Tribunal, de observar las generalidades y requisitos procedimentales en el presente asunto, para poder emitir una adecuada resolución, ello en atención a la tesis aislada II.1o.1 CS (10a.), emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro y contenido siguiente:

[bookmark: _Hlk24027286][bookmark: _Hlk24027238]“PERSPECTIVA DE GÉNERO. LA OBLIGACIÓN DE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DE JUZGAR BAJO DICHO PRINCIPIO, NO SIGNIFICA QUE DEBAN RESOLVER EL FONDO DEL ASUNTO CONFORME A LAS PRETENSIONES PLANTEADAS POR LAS O LOS GOBERNADOS. El reconocimiento de los derechos de la mujer a una vida libre de violencia y discriminación y de acceso a la justicia en condiciones de igualdad, exige que todos los órganos jurisdiccionales del país impartan justicia con perspectiva de género, lo cual constituye un método que pretende detectar y eliminar todas las barreras y obstáculos que discriminan a las personas por condición de sexo o género, es decir, implica juzgar considerando las situaciones de desventaja que, por cuestiones de género, discriminan e impiden la igualdad; sin embargo, la perspectiva de género en la administración de justicia no significa que en cualquier caso los órganos jurisdiccionales deban resolver el fondo del asunto conforme a las pretensiones planteadas por las o los gobernados en razón de su género, ni que dejen de observarse los requisitos de procedencia y de fondo previstos en las leyes nacionales para la interposición de cualquier medio de defensa, ya que las formalidades procesales son la vía que hace posible arribar a una adecuada resolución, por lo que el principio de juzgar con perspectiva de género, por sí mismo, resulta insuficiente para declarar procedente lo improcedente”. 

74. Además, lo antes citado se robustece con lo determinado por la Sala Superior en el expediente SUP-JLI-21/2017, mismo que en la parte que interesa determinó lo siguiente:

“…existen diversos instrumentos nacionales e internacionales regulatorios con miras a proteger los derechos fundamentales a la no discriminación, en ninguna de sus esferas, así como la no violencia hacia la mujer; pero ello, aun cuando en dicho estudio uno de los elementos consiste en que la víctima cuenta, a priori, con presunción de veracidad en los hechos que narra, y corresponde al juzgador desplegar sus facultades para llegar a la verdad, ello en modo alguno implica que se lleve al extremo de tener por acreditados hechos sin sustento probatorio una vez recabado el caudal probatorio, sino que de las pruebas que obren en autos deberán advertirse los elementos suficientes para alcanzar su pretensión, y conlleven a la autoridad a vislumbrar que ese tipo de conductas discriminatorias efectivamente acontecieron”. 


75. Es importante destacar lo citado con lo determinado por la Sala Superior en el expediente SUP-JDC-1773-2016, mismo que en la parte que interesa determinó lo siguiente:

“… Es importante precisar, que los actos de violencia basada en el género, tales como la emisión verbal de cierto tipo de amenazas, tienen lugar en espacios privados donde ocasionalmente sólo se encuentran la víctima y su agresor y, por ende, no pueden someterse a un estándar imposible de prueba, por lo que su comprobación debe tener como base principal el dicho de la víctima leído en el contexto del resto de los hechos que se manifiestan en el caso concreto.”

76. Robusteciendo lo anterior citado, es la misma Sala Superior en el expediente SUP-REC-102-2020, que en la parte que interesa determinó lo siguiente:

[bookmark: _ftnref40]“… Esta Sala Superior ha sostenido que, en casos de violencia política de género la prueba que aporta la víctima goza de presunción de veracidad sobre lo que acontece en los hechos narrados.

… Por tanto, si la previsión que excepciona la regla del «onus probandi» establecida como habitual, es la inversión de la carga de la prueba que la justicia debe considerar cuando una persona víctima de violencia lo denuncia. Esto es que, la persona demandada, victimaria o la contraparte es la que tendrá que desvirtuar de manera fehaciente la inexistencia de los hechos en los que se base la infracción.
 
Es de recalcarse que cuando está de por medio el reclamo de una violación a un derecho humano protegido en el artículo 1, párrafo quinto, de la Constitución Federal, esta situación lleva a que el principio de la carga de la prueba respecto de que “quien afirma está obligado a probar”, deba revertirse frente a un caso de discriminación, lo cual justifica que para la aplicación efectiva del principio de igualdad de trato, la carga de la prueba debe recaer en la parte demandada.
 
[bookmark: _ftnref45]Ese razonamiento se refuerza con los criterios emitidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos al desarrollar el concepto de “discriminación estructural”, en el sentido de que la carga de la prueba la tiene el Estado cuando las víctimas pertenecen a un grupo estructuralmente desaventajado, porque se origina una dificultad probatoria para ellas ante la complejidad de probar las políticas y prácticas discriminatorias de facto o de jure, ya sean intencionales o no, también llamada la discriminación indirecta.”

 
77. De la misma forma, la propia Sala Superior en el expediente SUP-REC-0091-2020, refiere en la parte que interesa la siguiente:

“… la Sala Superior ha establecido que es posible obtener el conocimiento de los hechos mediante un procedimiento racional deductivo o inductivo, y esto último es precisamente lo que doctrinalmente se considera como indicio, el cual es definido como rastro, vestigio, huella, circunstancia, en general todo hecho conocido, idóneo para llevarnos, por vía de la inferencia, al conocimiento de otro hecho, con la particularidad de que la inferencia que se obtiene del indicio se sustenta en el principio de causalidad (inducción).

[bookmark: _ftnref35]Así,  precisó que esta prueba presupone: (i) que los hechos que se toman como indicios estén acreditados, dado que no cabe construir certeza sobre la base de simples probabilidades; no que se trate de hechos de los que sólo se tiene un indicio, (ii) que concurra una pluralidad y variedad de hechos demostrados, generadores de esos indicios, (iii) que guarden relación con el hecho que se trata de demostrar y (iv) que exista concordancia entre ellos.[35]

78. Finalmente es importante destacar que el día trece de abril, el H. Congreso de la Unión emitió el “Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, de la Ley General de Partidos Políticos, de la Ley General en Materia de Delitos Electorales, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y de la Ley General de Responsabilidades Administrativas.”

79. En consecuencia, de la referida reforma, se establecieron las disposiciones generales normativas nacionales para la prevención y sanción de la Violencia Política contra las mujeres en razón de Género.

80. Así, en la entidad, el artículo 32 ter de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de Quintana Roo, señala cuales son los aspectos que constituyen violencia política en contra de la mujer por razón de género, al respecto dicho dispositivo enuncia como supuestos, entre otros, los siguientes:

“I. Imponer estereotipos de género y la realización de actividades y tareas ajenas a las funciones y atribuciones de su cargo; 

II. Impedir u obstaculizar el ejercicio pleno de sus derechos políticos mediante el condicionamiento o la restricción de recursos, ocultamiento de información, aplicar de sanciones que no estén debidamente fundadas y motivadas, amenazas o amedrentamiento hacia su persona o familia;

III. Registrar a las mujeres como candidatas en distritos electorales en los que el partido político que las postule, haya obtenido el más bajo porcentaje de votación en las anteriores elecciones, sean municipales, estatales o federales;

IV. Dar información indebida dolosa, falsa o imprecisa a las mujeres candidatas o electas, titulares o suplentes o designadas para una función pública que las induzca al inadecuado ejercicio de sus funciones políticas públicas; V. Inducir, obligar o instruir a las mujeres a realizar u omitir actos inadecuados a las funciones públicas propias de su encargo; 

VI. Imponerles o asignarles responsabilidades que limiten el ejercicio de las funciones propias del cargo; 

VII. Evitar u obstruir por cualquier medio que las mujeres electas, titulares o suplentes o nombradas para una función pública, asistan a las sesiones ordinarias o extraordinarias o a cualquier otra actividad que impliqué la toma de decisiones, impidiendo o suprimiendo el derecho a voz y voto en igualdad de condición que los hombres; 
VIII. Proporcionar al Organismo Público Local Electoral datos falsos o información incompleta o errónea o fuera de periodo señalado sobre la identidad de la mujer o mujeres candidatas a algún cargo de elección popular, con la finalidad de limitar o impedir su participación o que se le declare inelegible; 

IX. Imponer estereotipos de género y la realización de actividades y tareas ajenas a las funciones; 

X. Impedir o restringir a las mujeres, la reincorporación al cargo público al que fueren nombradas o electas, posterior al ejercicio de una licencia o permiso justificado; 

XI. Restringir o impedir el uso de las facultades inherentes en la Constitución Política del Estado, así como de las leyes electorales, para proteger sus derechos frente a los actos que violenten o limiten el ejercicio de su representación política; 

XII. Efectuar cualquier acto de discriminación previsto en la Constitución Política para el Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, o en la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de Quintana, Roo, o en el artículo 132 del Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Quintana Roo y que tengan como resultado impedir, negar, anular o menoscabar la dignidad y el ejercicio de los derechos humanos de las mujeres electas o en el ejercicio de su representación política; 

XIII. Publicar o revelar información, de manera directa o indirecta, personal, privada o falsa, de las mujeres candidatas, electas, designadas o en el ejercicio de su representación política, con el fin de difamar o menoscabar su dignidad humana, y obtener con estas acciones, la renuncia y/o licencia al cargo electo o en ejercicio;

XIV. Obligar, intimidar para que participen en proyectos o adopten decisiones en contra de su voluntad o del interés público, aprovechándose de su representación política; 

XV. Impedir, manipular o restringir a las mujeres, la reincorporación al cargo público al que fueren nombradas o electas, posterior a que haya obtenido sentencia favorable ante las autoridades electorales, y

XVI. Cualesquiera otras formas análogas que lesionen o sean susceptibles de dañar la dignidad, integridad o libertad de las mujeres”.

81.  Sin embargo, para efectos de la presente causa, dichas disposiciones no resultan aplicables, lo anterior, en razón de que los hechos denunciados acontecieron en fecha previa a la publicación de la reforma legal antes referida, esto es el dos de junio de dos mil diecinueve, por lo que al presente caso es aplicable el principio de irretroactividad previsto en el primer párrafo del artículo 14 de la Constitución Federal, considerando que mandata que a ninguna ley se la dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna; se refiere lo anterior, lo esencialmente establecido en la tesis VI.2o.154 P del Poder Judicial de la Federación, de rubro “IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY PENAL, CUANDO NO ES ILEGAL”.

82. Es importante señalar, en el POS, la facultad investigadora es atribuible por la Ley de Instituciones y el Reglamento de Quejas previstos en los artículos 422 y 75 respectivamente al Instituto, la cual otorga a la Dirección Jurídica la facultad de adherirse de mayores indicios para el efecto de contar con la suficiencia veracidad y conocimiento de la verdad y determinar la responsabilidad en su caso.

83. Posterior a lo anterior, las etapas procesales versan en la admisión y desahogo de pruebas, las cuales consisten precisamente en desahogar todas las pruebas presentadas en la contestación de la queja,  a excepción de las pruebas señaladas que aun estén pendientes por recibir, cuyo desahogo será de inmediato al recibirlas, previa vista a la contraparte; alegatos, etapa procesal en la cual, cerrada la investigación, se pone a la vista el expediente a los interesados para el efecto de que manifiesten los que consideren pertinente y finalmente la Resolución,[footnoteRef:10]cuyo proyecto lo realiza precisamente la Dirección Jurídica, siendo el Consejo General del Instituto, quien determinará lo procedente. [10:  Artículos 423 y 424 de la Ley de Instituciones y; 78, 79, 80, 81, 82, 83 del Reglamento de Quejas.] 


84. Consideraciones previas al análisis de los agravios.

85. De la lectura narrada en los hechos, así como de los agravios vertidos por el actor en su escrito de medio de impugnación, se advierte que el impugnante versa su pretensión en revocar la resolución impugnada basada en diversos planteamientos, que en esencia se dividen en las temáticas siguientes:

a) Fundamentación y motivación de los hechos que derivó en la admisión de la queja. 
b) Valoración del material probatorio.
c) Metodología para juzgar con perspectiva de género.
d) La falta de congruencia en la resolución impugnada.

86.  En primer lugar, se analizará el tema identificado con el inciso a) relativo a la indebida fundamentación y motivación de los hechos por los cuales fue admitida la queja.

87. Posterior a lo anterior, por la similitud de los agravios en los temas identificados con los incisos b), c) y d), estos se analizarán en su conjunto.

88. Estudio de fondo.

89. a) Fundamentación y motivación de los hechos que derivó en la admisión de la queja.

90. Del estudio del medio de impugnación, se advierte que el actor refiere que la autoridad responsable aplicó una indebida fundamentación y motivación de los hechos, así como los requisitos que debió contener el escrito de queja interpuesta por la ciudadana Teresa Atenea Gómez Ricalde lo que derivó, en la admisión y radicación del expediente IEQROO/POS/008/19.

91. Lo anterior, porque la quejosa no presentó pruebas que acreditaran su dicho, lo que conllevó a una inexacta aplicación del artículo 416 fracciones IV y V de la Ley de Instituciones, en consecuencia, los hechos denunciados no corresponden a infracciones que deban ser sancionadas conforme a lo establecido en los artículos 400, 415 y 418 fracción V de la Ley de Instituciones y 70 del Reglamento de Quejas, por lo cual, a su juicio, debió de ser desechada.

92. En el caso, este Tribunal considera que no le asiste la razón al actor, por lo que sus argumentos devienen infundados por las siguientes consideraciones:

93. En primer lugar, es importante destacar el planteamiento central del escrito de la queja realizado por la ciudadana Teresa Atenea Gómez Ricalde por medio del cual, denuncia al ciudadano Merced Ortiz Maya.

94. Así, del análisis del escrito primigenio, se destaca que la ciudadana Teresa Atenea Gómez Ricalde, en su calidad de otrora candidata a Diputada Local postulada por la coalición “Orden y Desarrollo por Quintana Roo” conformada por los partidos políticos Acción Nacional, de la Revolución Democrática y Encuentro Social Quintana Roo, denunció al ciudadano Merced Ortiz Maya, Servidor Público del Municipio de Isla Mujeres, Quintana Roo.

95. Lo anterior, porque el denunciado fue detenido junto con dos personas más, en el Municipio de Puerto de Morelos Quintana Roo, por presuntamente haber distribuido flyers o volantes que promovían la prostitución, siendo que de acuerdo a lo manifestado por la quejosa, dichos flyers contenían su número de teléfono personal, por lo que a su juicio se fomentó la intimidación contra su participación en el proceso electoral, generando con ello violencia política por razones de género en contra de su persona. 

96. Dichos actos denunciados, fueron realizados el día de la jornada electoral correspondiente al Proceso Electoral Local Ordinario 2018-2019, llevado a cabo el día dos de junio del dos mil diecinueve.

97. A efecto de acreditar lo anterior, y contrario a lo alegado por el actor, la quejosa ofreció como medios de prueba, los siguientes:

Documental Pública: Consistente copia certificada del nombramiento del representante propietario del Partido Acción Nacional ante el Consejo Distrital de 01 del Instituto Electoral de Quintana Roo.

Documental Pública. Consistente en el informe de la Dirección de Seguridad Pública del Municipio de Puerto Morelos, Quintana Roo, respecto a la detención del ciudadano Merced Ortiz Maya.

Técnica. Consistente en dos imágenes insertas en el escrito de queja.

Presuncional legal y humana.

98. De ahí que, es importante mencionar que tratándose de denuncias en las que se aporten elementos mínimos, la autoridad investigadora está facultada para realizar las diligencias necesarias, tal y como se ha sustentado en la jurisprudencia 16/2011, de rubro “PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. EL DENUNCIANTE DEBE EXPONER LOS HECHOS QUE ESTIMA CONSTITUTIVOS DE INFRACCIÓN LEGAL Y APORTAR ELEMENTOS MÍNIMOS PROBATORIOS PARA QUE LA AUTORIDAD EJERZA SU FACULTAD INVESTIGADORA”[footnoteRef:11] . [11:  Consultable en el siguiente link: http://sief.te.gob.mx/iuse/tesisjur.aspx?idtesis=16/2011&tpoBusqueda=S&sWord=PROCEDIMIENTO,ADMINISTRATIVO,SANC IONADOR.,EL,DENUNCIANTE,DEBE,EXPONER,LOS,HECHOS,QUE,ESTIMA,CONSTITUTIVOS,DE,INFRACCI%c3%93N,LEGAL,Y,APORTAR,ELEMENTOS,M%c3%8dNIMOS,PROBATORIOS,PARA,QUE,LA,AUTORIDAD,EJERZA,SU,FACULTAD,IN VESTIGADORA] 


99. Por lo anterior, la Dirección Jurídica, realizó diversas diligencias de investigación, como la solicitud del informe a la Secretaria de Seguridad Pública de Puerto Morelos respecto de la supuesta detención del actor, solicitud al ayuntamiento de Puerto Morelos respecto de la calidad de servidor público del denunciado, inspección ocular -entre otros- con la finalidad de allegarse de elementos suficientes para determinar la admisión o desechamiento de la queja, por lo que en términos de lo previsto en el artículo 416 de la Ley de Instituciones,[footnoteRef:12]se admitió a trámite el POS respectivo.  [12:  Artículo 416. Cualquier persona podrá presentar quejas o denuncias por presuntas violaciones a la normatividad electoral ante los órganos centrales o desconcentrados del Instituto Estatal; las personas morales lo harán por medio de sus legítimos representantes, en términos de la legislación aplicable, y las personas físicas lo harán por su propio derecho.
] 


100. Es decir, tomando a consideración lo argüido por el actor, respecto de los requisitos previstos en el artículo 416 fracciones IV y V de la Ley de Instituciones, que a letra dice:
“Artículo 416. (…)

La queja o denuncia podrá ser presentada por escrito, en forma oral y deberá cumplir con los siguientes requisitos:
(I al III)…
IV. Narración expresa y clara de los hechos en que se basa la queja o denuncia y, de ser posible, los preceptos presuntamente violados;
 V. Ofrecer y aportar las pruebas con que cuente o, en su caso, mencionar las que habrán de requerirse, cuando el promovente acredite que oportunamente las solicitó por escrito al órgano competente, y no le hubieren sido entregadas. El denunciante deberá relacionar las pruebas con cada uno de los hechos, Y
(…)”

101.  No se advierte que el escrito presentado carezca del apartado que refiere la fracción IV de la norma citada, ni tampoco se advierte, la omisión de la actora de cumplir con los requisitos de la fracción V del mismo articulado.

102. Se dice lo anterior, porque la ciudadana Teresa Atenea Gómez Ricalde sí realizó una narración expresa de los hechos dentro del apartado correspondiente en su escrito de queja, siendo que, con dicha acción, sufrió intimidación y denigró su participación político electoral como mujer en el proceso electoral en la que participó como candidata, es decir, en el escrito de queja se identificó los siguientes elementos:

Quejosa: Teresa Atenea Gómez Ricalde, en su calidad de otrora Candidata.

Denunciado: Merced Ortiz Maya, servidor público de Isla Mujeres y dos personas más;

Motivo: Por presuntamente distribuir volantes o flyes que promovían la prostitución y que contenía el número de teléfono particular de la quejosa.

Lugar: Municipio de Puerto Morelos, Quintana Roo;

 Día de los hechos: dos de junio de dos mil diecinueve, (día de la jornada electoral);

103. Lo anterior, fue debidamente acreditado por la autoridad responsable, ya que el actor, no presentó pruebas que pudieran haber desvirtuado los hechos narrados por la quejosa en el POS instaurado, ni tampoco en el presente medio de impugnación, en consecuencia, si se advierte una narrativa de hechos y la presentación de pruebas por parte de la ciudadana Teresa Atenea Gómez Ricalde que soportaron lo aducido, de ahí lo infundado del agravio.

104. Del mismo modo resulta infundado, los agravios referentes a que lo denunciado por la quejosa, no constituye infracciones que deban ser sancionadas a la luz del contenido de los artículos 400, 415 y 418 fracción V de la Ley de Instituciones, ello, por las siguientes consideraciones:

105. Respecto al artículo 400 de la Ley de Instituciones, que regula “las responsabilidades de las personas que tengan la calidad de servidor público”, la autoridad responsable -en uso de su facultad investigadora- realizó diversas diligencias a efecto de verificar la calidad de servidor público del actor.

106. Por lo que solicitó a las autoridades del Ayuntamiento del Municipio de Isla Mujeres, -donde supuestamente labora el actor- informara si Merced Ortiz Maya y otros se desempeña como servidor público en ese Ayuntamiento.

107. Del resultado de las diligencias, se acreditó que el actor se desempeña como Director de Protección Civil de dicho Ayuntamiento, sin embargo, el día de los hechos denunciados, el ciudadano Merced Ortiz Maya, no se encontraba en día y hora hábil, ni en alguna comisión, ni tampoco contaba con algún vehículo oficial, siendo que durante todo el POS instaurado, se le tuvo al actor en su calidad de ciudadano, por lo que lo aducido por el actor, no le fue aplicable.

108. En segundo lugar, el artículo 415 de la Ley de Instituciones refiere la regulación legal del POS, procedimiento que conoce las faltas y aplicación de sanciones administrativas conforme a las causales expresamente previstas para tal procedimiento, que en concordancia con el artículo 67 del Reglamento de Quejas del Instituto, serán todas aquellas que no sean competencia del procedimiento especial, por lo que presuntas infracciones relacionadas con la violencia política por razón de género, el POS, es la vía idónea, ya que es un recurso jurídico que tiene como objeto resolver las faltas cometidas dentro y fuera de los procesos electorales siempre que no impacte en el desarrollo del Proceso Electoral Local Ordinario y sus resultados, para lo cual, cualquier persona podrá presentar queja o denuncia por las posibles violaciones a la normatividad electoral. Además, la naturaleza jurídica del procedimiento ordinario sancionador, de orden público e interés social, teniendo como objeto principal el de inhibir y sancionar todas aquellas conductas que infrinjan a la ley electoral.

109. Cabe referir, que en casos de violencia política por razones de género, las autoridades electorales están obligadas a evitar la afectación de derechos políticos electorales, y dado que los hechos denunciados convergen en menoscabar un derecho humano, el recurso jurídico que otorgaba la norma –previa la reforma de violencia política de género-  para inhibir conductas relacionadas con violencia política por razones de género, es precisamente el POS. 

110. Aunado a lo anterior, este Tribunal en la sentencia firme dictada dentro del expediente RAP/045/2019 Y SU ACUMULADO, ordena a la autoridad responsable instruir desde la constancia de registro la instauración del POS solicitado en el escrito primigenio de la quejosa, para el efecto de que se realice las actuaciones que conforme a derecho procedan, atendiendo lo referente a la violencia política de género que supuestamente se llevó a cabo en contra de la quejosa. Por lo que el agravio aducido por el actor este Tribunal lo considera infundado

111. Finalmente, lo aducido a la causal de improcedencia establecida en el artículo 418, fracción V de la Ley de Instituciones, relativa a “que cuando se denuncien actos de los que el Instituto Estatal resulte incompetente para conocer, en cuyo caso deberá reencauzarla ante la instancia competente; o cuando los actos, hechos u omisiones denunciados no constituyan violaciones a la presente Ley”, es de destacarse que lo denunciado por la que quejosa son hechos relacionados a violencia política de género, en donde la autoridad responsable en franca armonía a lo establecido al principio de legalidad y a lo ordenado por este Tribunal, realizó la etapas procesales que la propia Ley de Instituciones, Reglamento de Quejas y al sistema normativo que permite el conocimiento y en sus caso sancionar en este tipo de actos, la cual actuó con base a los tratados internacionales y al protocolo, que como autoridad se encuentra obligado a observar.

112. En conclusión en este apartado, son declarados infundados los agravios vertidos por el actor, ya que como se demostró en la relatadas consideraciones, la autoridad responsable atendió el principio de legalidad y exhaustividad en uso de la normativa aplicable al caso, atendiendo los parámetros legales y reglamentarios que exige las etapas procesales en la admisión del POS instaurado. 

113.  b) La inexacta valoración del material probatorio; c) incorrecta aplicación metodológica para juzgar con perspectiva de género; d) la falta de congruencia en la resolución impugnada.

114. Por cuanto a los agravios vertidos por el actor en este apartado, se reitera que serán atendidos de forma conjunta tomando a consideración los parámetros utilizados con hechos relacionados para dirimir controversias de violencia política en razón de género.

115. Lo anterior, porque se partirá del análisis de las actuaciones procesales realizadas por la autoridad responsable y de los criterios utilizados para la valoración probatoria que derivó en las consideraciones y resultandos de la resolución impugnada.

116. En este sentido se analizará, si la valoración probatoria realizada por la autoridad responsable, cumple con los principios de legalidad, certeza y exhaustividad que permitieron concluir en los resultandos de la resolución impugnada. 

117. En primer lugar, las pruebas aportadas por la ciudadana Teresa Atenea Gómez Ricalde, atendió a los requisitos establecidos en la Ley de Instituciones,[footnoteRef:13]siendo la autoridad sustanciadora del Instituto en atención al principio de adquisición procesal, recepcionó, desahogó y valoró las probanzas aportadas por la quejosa en franca armonía con lo establecido en los dispositivos reglamentarios para ello. [13:  Artículo 416. Cualquier persona podrá presentar quejas o denuncias por presuntas violaciones a la normatividad electoral ante los órganos centrales o desconcentrados del Instituto Estatal; las personas morales lo harán por medio de sus legítimos representantes, en términos de la legislación aplicable, y las personas físicas lo harán por su propio derecho.] 


118. De ahí que, en el apartado “3. Análisis de fondo”[footnoteRef:14] de la resolución impugnada se advierte -junto con cada una de las constancias que obran en el expediente- que la autoridad responsable realizó una exhaustiva valoración de las pruebas aportadas por las partes en el POS instaurado. [14:  RESOLUCIÓN DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO ELECTORAL DE QUINTANA ROO, MEDIANTE EL CUAL SE DETERMINA RESPECTO DEL PROCEDIMIENTO ORDINARIO SANCIONADOR REGISTRADO BAJO EL NÚMERO IEQROO/POS/008/19. Pág. 33-47.
] 


119. Es decir, no solo atendió a las probanzas aportadas, sino que fue exhaustivo en la facultad investigadora que le es atribuida legal y reglamentariamente.

120. En principio, en uso de su facultad investigadora, realizó diversas diligencias para acreditar la detención de Merced Ortiz Maya en el Municipio de Puerto Morelos, el motivo de su detención, la posesión de los volantes denunciados y las características que describió la quejosa, la distribución de los mismos en vía pública, la calidad de servidor público del actor siendo el día de los hechos no se encontraba en día y hora laboral o en alguna comisión en el Municipio de Puerto Morelos relacionado con su cargo, se acreditó que el número de teléfono que apareció en los volantes pertenece a la quejosa y se acreditó su calidad como otrora candidata.

121. No obstante, referente a lo aducido por el actor a la falta de diligencias de investigación respecto a esclarecer lo aducido por la ciudadana Teresa Atenea Gómez Ricalde de haber recibido llamadas y mensajes que pudiera acreditar la afectación emocional de la quejosa, este Tribunal considera que no le asiste la razón al actor. 

122. Se dice lo anterior, porque los hechos denunciados engloban una acción basada en un daño psicológico que la propia quejosa aduce haber sufrido por una acción que le generó violencia política por razones de género a su persona.

123. Por tanto, ha sido criterio sostenido de la Sala Superior, que en casos de violencia política de género, la prueba que aporta la víctima goza de presunción de veracidad sobre lo que acontece en los hechos narrados.[footnoteRef:15] [15:  Expediente SUP-REC-102-2020 emitido por la Sala Superior.] 


124. Esto es, el reconocimiento de los derechos de la mujer como un grupo vulnerable, que exige eliminar todas las barreras y obstáculos de situaciones de desventaja, por lo tanto, atendiendo a lo establecido en el Protocolo[footnoteRef:16]y robustecido con el criterio sostenido por la Sala Superior referente a “que los actos de violencia basada en el género, tales como la emisión verbal de cierto tipo de amenazas, tienen lugar en espacios privados donde ocasionalmente sólo se encuentran la víctima y su agresor y, por ende, no pueden someterse a un estándar imposible de prueba, por lo que su comprobación debe tener como base principal el dicho de la víctima leído en el contexto del resto de los hechos que se manifiestan en el caso concreto,”[footnoteRef:17] la autoridad responsable no se encontró obligada a solicitar dicha probanza aducida por el actor, puesto que le corresponde al demandado desvirtuar los hechos en los que se basa la infracción. [16:  Protocolo. Pág. 121]  [17:  SUP-JDC-1773-2016.] 


125. Con lo anterior, es infundado lo aducido por el actor relativo a la vulneración del principio de presunción de inocencia, pues como se advierte, la carga procesal le corresponde precisamente al actor en casos de violencia política en razón de género.

126. De ahí que, la actuación realizada por la autoridad responsable respecto de la valoración probatoria aportada por las partes se concentró en los elementos aportados por estos, (imágenes, notas periodísticas, testimonios) así como de las documentales obtenidas mediante las diligencias desplegadas por la autoridad sustanciadora y del análisis de la contestación del actor y alegatos de las partes. Actuación ajustada a derecho y que comparte este Tribunal.

127. Lo anterior, tuvo como resultado el contenido del apartado “3.4 acreditación de los hechos[footnoteRef:18],” de la resolución impugnada consistente en lo siguiente: [18: 
] 


“…

a) Se tiene por acreditado que el día dos de junio del dos mil diecinueve, el ciudadano Merced Ortiz Maya, fue detenido en compañía de los ciudadanos Ángel Antonio Ortiz Franco y Cristian Alberto Ojeda Chuc, en la ciudad de Puerto Morelos, Municipio de Puerto Morelos, Quintana Roo. 

b) Se tiene por acreditado que el motivo de la detención referida en el inciso anterior, fue por “…alterar el orden en vía pública, proferir insultos y no acatar…” derivado de la presunta distribución de folletos que incitaban a la prostitución. 

c) Se tiene por acreditado que al momento de la detención traían consigo 98 volantes, 43 en posesión del ciudadano Merced Ortiz Maya; 22 en posesión del ciudadano Ángel Antonio Ortiz Franco y 33 en posesión de Cristian Alberto Ojeda Chuc. 

d) Se tiene por acreditado que el volante o flyer denunciado por la quejosa, es coincidente con los 98 volantes que traían consigo los ciudadanos Merced Ortiz Maya, Ángel Antonio Ortiz Franco y Cristian Alberto Ojeda Chuc al momento de ser detenidos. 

e) Se tiene por acreditado que los ciudadanos Merced Ortiz Maya, Ángel Antonio Ortiz Franco y Cristian Alberto Ojeda Chuc se encontraban repartiendo en la vía pública los volantes denunciados por la quejosa. 

f) Se tiene por acreditado que de los tres denunciados el ciudadano Merced Ortiz Maya, es el único que funge como servidor público del Municipio de Isla Mujeres, desempeñándose como Director de Protección Civil del mismo. 

g) Se tiene por acreditado que el día de los hechos denunciados el ciudadano Merced Ortiz Maya no se encontraba en día y hora hábil laboral o en alguna comisión en el municipio de Puerto Morelos relacionada con funciones propias de su encargo como Director de Protección Civil del Ayuntamiento de Isla Mujeres, ni contaba con algún vehículo oficial asignado. 

h) Se tiene por acreditado que el número telefónico que apareció en los flyers pertenece a la ciudadana Teresa Atenea Gómez Ricalde.

i) Se tiene por acreditado que los hechos denunciados ocurrieron en el contexto del proceso electoral 2018 – 2019, concretamente el día de la jornada electoral.

j) Se tiene por acreditada la calidad de la denunciante, como otrora candidata a Diputada Local postulada por la coalición “Orden y Desarrollo por Quintana Roo” conformada por los partidos políticos Acción Nacional, de la Revolución Democrática y Encuentro Social Quintana Roo, en razón de que la autoridad sustanciadora la tuvo por reconocida en autos del expediente respectivo[footnoteRef:19].” [19:  RESOLUCIÓN DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO ELECTORAL DE QUINTANA ROO, MEDIANTE EL CUAL SE DETERMINA RESPECTO DEL PROCEDIMIENTO ORDINARIO SANCIONADOR REGISTRADO BAJO EL NÚMERO IEQROO/POS/008/19. Pág. 53 y 54.] 


128. Por lo que en consecuencia, se establecieron los elementos a considerar para juzgar con perspectiva de género para el efecto de determinar la existencia o no de una conducta constitutiva de violencia política en razón de género.

129. Destacando que dicho análisis se realizó con perspectiva de género y de las disposiciones normativas aplicables al momento de la comisión de los hechos denunciados.

130. De igual manera, este Tribunal realizó la revisión exhaustiva de los autos que integran el expediente y que, por tanto, se pudo observar que la responsable, valoró y concatenó todos los medios probatorios de los que disponía, no obstante, el actor en uso de sus garantías procesales no logró desvirtuar bajo ninguna circunstancia los hechos que conllevaron al resultado de la resolución impugnada.

131. En consecuencia, la autoridad responsable, procedió en atención al criterio emitido por la Primera Sala de la Suprema Corte, en la tesis con rubro ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. ELEMENTOS PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO, que en lo conducente obedece a establecer los parámetros siguientes:


i) Identificar primeramente si existen situaciones de poder que por cuestiones de género den cuenta de un desequilibrio entre las partes de la controversia;

 ii) Cuestionar los hechos y valorar las pruebas desechando cualquier estereotipo o prejuicio de género, a fin de visualizar las situaciones de desventaja provocadas por condiciones de sexo o género;

 iii) En caso de que el material probatorio no sea suficiente para aclarar la situación de violencia, vulnerabilidad o discriminación por razones de género, ordenar las pruebas necesarias para visibilizar dichas situaciones

 iv) De detectarse la situación de desventaja por cuestiones de género, cuestionar la neutralidad del derecho aplicable, así como evaluar el impacto diferenciado de la solución propuesta para buscar una resolución justa e igualitaria de acuerdo al contexto de desigualdad por condiciones de género; 

v) Para ello debe aplicar los estándares de derechos humanos de todas las personas involucradas, especialmente de los niños y niñas; 

 vi) Considerar que el método exige que, en todo momento, se evite el uso del lenguaje basado en estereotipos o prejuicios, por lo que debe procurarse un lenguaje incluyente con el objeto de asegurar un acceso a la justicia sin discriminación por motivos de género”. 


132. De ahí que, la incorrecta aplicación metodología que aduce el actor por parte de la responsable no se actualiza, tan es así, que no fueron transgredidos en su perjuicio los derechos de legalidad, seguridad jurídica, audiencia, debido proceso, acceso a la justicia e igualdad de partes, dado que como ya se refirió, al quedar acreditados los hechos en el apartado correspondiente de la resolución impugnada, estos fueron el resultado del desarrollo de las etapas procesales del POS instaurado, en la que se advierte que la autoridad responsable garantizó los principios de legalidad y debido proceso al vigilar las garantías que la propia norma legal y reglamentaria establecieron para dicho procedimiento. 

133. En consecuencia, en la presente causa, al aplicar el marco normativo encaminado a prevenir, detectar y sancionar conductas que constituyan violencia política en contra de las mujeres en razón de género, con base a los elementos para juzgarlos, se advierte -en esencia- el uso de estereotipos de género y situaciones de desventaja provocadas por condiciones de sexo o género en contra de la quejosa que la autoridad responsable destaca en la resolución impugnada.

134. Por lo que, al tener acreditados los hechos, advertir estereotipos de género y situaciones de desventaja, la responsable procedió aplicar el procedimiento establecido en el Protocolo, el cual se comprende de cinco elementos necesarios para acreditar la violencia política de género, mismo que se exponen a continuación:

1. El acto u omisión se base en elementos de género, es decir: i. Se dirija a una mujer por ser mujer, ii. Tenga un impacto diferenciado y desventajoso en las mujeres; y/o iii. Las afecte desproporcionadamente. 
2. Tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce y/o ejercicio de los derechos político-electorales de las mujeres. 
3. Se dé en el marco del ejercicio de derechos político-electorales o bien en el ejercicio de un cargo público, (sin importar el hecho de que se manifieste en el ámbito público o privado, en la esfera política, económica, social, cultural, civil, etcétera; tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier relación interpersonal, en la comunidad, en un partido o institución política). 
4. Sea simbólico, verbal, patrimonial, económico, físico, sexual y/o psicológico. 
5. Sea perpetrado por cualquier persona o grupo de personas hombres o mujeres-, en particular: integrantes de partidos políticos, aspirantes, precandidatos(as), candidatos(as) a cargos de elección popular o de dirigencia partidista; servidores(as) públicos(as), autoridades gubernamentales, funcionarios(as) o autoridades de instituciones electorales; representantes de medios de comunicación; el Estado o sus agentes.

135.  En tales consideraciones, tampoco se advierte lo aducido por el actor referente a la falta de congruencia de la resolución impugnada, puesto como se observa en el apartado “4. Pronunciamiento de los hechos denunciados” se describe el análisis exhaustivo apegado a los criterios establecidos en el Protocolo y de la jurisprudencia 21/2018, que este Tribunal comparte.

136. Por las anteriores consideraciones y del análisis y estudio realizado por este Tribunal de la resolución impugnada, determina que fue emitida apegado a derecho, toda vez que fue exhaustiva y se encontró debidamente fundada y motivada, por lo que deviene infundados los agravios vertidos por el partido actor.  

Por lo expuesto y fundado se emite los siguientes puntos

RESOLUTIVOS

PRIMERO. Se confirma la Resolución IEQROO/CG/R-020-2020 aprobada por el Consejo General del Instituto Electoral de Quintana Roo, mediante el cual se determina respecto del procedimiento ordinario sancionador registrado bajo el número IEQROO/POS/008/2020, de fecha treinta de octubre de dos mil veinte.

SEGUNDO. Dese vista de la presente Resolución, a la Fiscalía General del Estado de Quintana Roo, para que en el ámbito de su competencia resuelva lo que a derecho corresponda dentro de la carpeta abierta FGE/QR/CAN/FEDE/06/10/2019.
Notifíquese como a derecho corresponda.
Así lo resolvieron por unanimidad de votos en sesión jurisdiccional no presencial, el Magistrado Presidente Víctor Venamir Vivas Vivas, la Magistrada Claudia Carrillo Gasca y la Magistrada Nora Leticia Cerón González, integrantes del Pleno del Tribunal Electoral de Quintana Roo, ante el Secretario General de Acuerdos del mismo, quien autoriza y da fe. Quienes para su debida constancia, firmaron con posterioridad la presente sentencia.

MAGISTRADO PRESIDENTE
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MAGISTRADA


NORA LETICIA CERÓN GONZÁLEZ
	
MAGISTRADA


   CLAUDIA CARRILLO GASCA




SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS


JOSÉ ALBERTO MUÑOZ ESCALANTE

















Las presentes firmas corresponden a la sentencia emitida por el Pleno del Tribunal Electoral de Quintana Roo, en el expediente RAP/005/2020 de fecha veinticinco de noviembre de 2020.
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